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EXPEDIENTE 4255-2025 

CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD, INTEGRADA POR LOS 

MAGISTRADOS LEYLA SUSANA LEMUS ARRIAGA, QUIEN LA PRESIDE, 

ROBERTO MOLINA BARRETO, DINA JOSEFINA OCHOA ESCRIBÁ, HÉCTOR 

HUGO PÉREZ AGUILERA, NESTER MAURICIO VÁSQUEZ PIMENTEL, JUAN 

JOSÉ SAMAYOA VILLATORO Y LUIS ALFONSO ROSALES MARROQUÍN: 

Guatemala, veintiséis de marzo de dos mil veintiséis. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia, la acción de inconstitucionalidad de 

ley de carácter general parcial promovida por Raúl Enrique Ramírez Ceballos, 

contra el párrafo: “… Quienes son los accionistas y las personas físicas que 

finalmente poseen o controlan las decisiones de la persona jurídica en forma 

directa, o que indirectamente, ejerzan control efectivo final de la entidad, firmada y 

sellada por el Órgano de Administración de la sociedad mercantil…” contenida en 

el numeral "ii" de la literal d) del artículo 9 "Sociedades Mercantiles" del Acuerdo 

Gubernativo 133-2024, reformado por medio del Acuerdo Gubernativo 208-2024 de 

nueve de diciembre de dos mil veinticuatro. El accionante actuó con su propio 

auxilio y de los abogados Essaer Josué Alachán López y Oscar Humberto Roldán 

Oliva, en sustitución de Jennifer Alicia de León Ortiz. Es ponente en el presente 

caso el Magistrado Vocal I, Roberto Molina Barreto, quien expresa el parecer de 

este Tribunal. 

ANTECEDENTES 

I. DE LAS DISPOSICIONES DENUNCIADAS: 

El accionante denuncia el párrafo: “… Quienes son los accionistas y las 

personas físicas que finalmente poseen o controlan las decisiones de la persona 

jurídica en forma directa, o que indirectamente, ejerzan control efectivo final de la 
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entidad, firmada y sellada por el Órgano de Administración de la sociedad 

mercantil…” contenida en el numeral "ii" de la literal d) del artículo 9 "Sociedades 

Mercantiles" del Acuerdo Gubernativo 133-2024, reformado por medio del Acuerdo 

Gubernativo 208-2024 de nueve de diciembre de dos mil veinticuatro.  

II. FUNDAMENTO JURÍDICO QUE INVOCA LA SOLICITANTE COMO BASE DE 

LA INCONSTITUCIONALIDAD: 

 La compareciente refiere que la frase denunciada establece que los 

usuarios del Sistema de Registro General de Adquisiciones del Estado -RGAE- 

deben adjuntar como parte de la información para ese registro una certificación que 

incluya la información relacionada a los accionistas y a las personas físicas que 

posean el control y/o decisión de la entidad en cuestión, y esa obligación y 

requerimiento resulta ser inconstitucional e incompatible con lo que establece el 

artículo 24 de la Constitución Política de la República de Guatemala, que contiene 

la inviolabilidad de la correspondencia que establece el derecho a la privacidad, 

especialmente a la privacidad y confidencialidad de la información que consta en 

libros y registros de las personas jurídicas. Esta norma constitucional señala que la 

información de las personas, sus libros y documentos solo puede ser revisada en 

virtud de resolución dictada por un juez con competencia para ello siguiendo los 

procedimientos de la ley; por lo que la frase cuestionada transgrede esa privacidad 

de la información de las personas sin justificación alguna; y para ello señaló: A) De 

la violación al artículo 24 de la Constitución Política de la República de 

Guatemala: en este caso, considera el accionante que existe una violación a la 

garantía constitucional, porque la revelación de la información de los terceros -

accionistas y personas físicas controladoras- de las sociedades anónimas que 

busquen registrarse o actualizar sus datos en el Registro General de Adquisiciones 

Diseño
Nuevo sello



Expediente 4255-2025 
Página 3 de 22 

 

 

 

CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD 
REPÚBLICA DE GUATEMALA, C.A. 

 

del Estado, obedece a una análisis técnico y específico, y esa obligación sobrepasa 

la autorización judicial contenida en el artículo 24 de la Constitución respecto a la 

información confidencial. En ese sentido no es justificable la existencia de la frase 

que se impugna en virtud que, la propia Ley de Contrataciones del Estado en el 

artículo 80 contiene una serie de prohibiciones para ser proveedores del Estado, 

por lo cual es innecesario, e irrazonable la exigencia para las sociedades anónimas 

de la revelación de sus accionistas. B) De la transgresión al artículo 43 

constitucional: afirma el accionante que cualquier medida administrativa, 

reglamentaria o de otra índole que pretenda restringir el ejercicio del comercio, la 

industria o el trabajo sin contar con respaldo legal expreso, sería inconstitucional 

por vulnerar tanto el derecho fundamental garantizado por el artículo 43, como el 

principio de legalidad y el de reserva de ley. Es por ello que considera que existe 

una violación a esa garantía constitucional, porque la imposición de un requisito a 

las sociedades mercantiles de revelar la información de los terceros -accionistas o 

socios de las personas jurídicas- no está fundamentado en un análisis técnico y 

específico que amerite limitar las actividades de industria, comercio o trabajo, 

especialmente si esa limitación se encuentra consagrada en un cuerpo normativo 

que no es una ley, cuenta esta es la única excepción que contempla la Constitución 

como viable de limitar este derecho, sino que el caso de estudio, es un reglamento. 

Por ello, el accionante aduce que tal normativa cuestionada transgrede el derecho 

constitucional de "desarrollar libremente las actividades de industria, comercio o 

trabajo que deseen", establecido en el artículo 43 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala. 

III. TRÁMITE DE LA INCONSTITUCIONALIDAD 

Se decretó la suspensión provisional de la frase denunciada en auto de diez de 
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julio de dos mil veinticinco. Se confirió audiencia por quince días a: i) Presidente de 

la República de Guatemala; ii) Ministerio de Finanzas Públicas, y iii) al Ministerio 

Público, por medio de la Fiscalía de Asuntos Constitucionales, Amparos y 

Exhibición Personal. Oportunamente se señaló día y hora para la vista. 

IV. RESUMEN DE LAS ALEGACIONES 

A) La postulante no se pronunció. B) El Presidente de la República de 

Guatemala, expresó: a) En el caso de la disposición denunciada, su materia se 

encuentra dentro del ámbito de competencias del Ministerio de Finanzas Públicas. 

Esto es así, derivado de: i) El artículo 35, inciso t) de la Ley del Organismo Ejecutivo 

establece como función del Ministerio de Finanzas Públicas "Coordinar el sistema 

de contrataciones y adquisiciones del Gobierno Central y sus entidades 

descentralizadas y autónomas." ii) El desarrollo normativo del régimen de 

contrataciones públicas por medio del Decreto Número 57-92 del Congreso de la 

República de Guatemala, Ley de Contrataciones del Estado, establece la rectoría 

del Ministerio de Finanzas Públicas en dicha materia, al someter a los sujetos 

obligados por dicha ley a las disposiciones normativas de la misma, su reglamento, 

y a los procedimientos establecidos por la Dirección General de Adquisiciones del 

Estado -DIGAE-, conforme el artículo 1 de dicho cuerpo normativo; iii) aunado a lo 

anterior, el artículo 71 de la Ley de Contrataciones del Estado crea al Registro 

General de Adquisiciones del Estado -RGAE- como dependencia adscrita al 

Ministerio de Finanzas Públicas; iv) cabe resaltar las funciones establecidas en los 

numerales i, y vi: del inciso b) del artículo 72 de la citada ley indican: "i. Verificar la 

capacidad técnica y financiera de las personas inscritas en el Registro. Para ello 

podrá requerir la información y documentación necesaria, de conformidad con el 

reglamento…" y "vi. Las demás que le establezca la presente ley y su reglamento." 
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y v) La obligación contenida en el artículo 79 de la Ley de Contrataciones del 

Estado, dispone que "Cada registro funcionará conforme lo determine el reglamento 

que emita cada una de las dependencias, bajo cuya responsabilidad funcionen." b) 

además, el artículo 5 del Decreto Número 5-2021 del Congreso de la República de 

Guatemala, Ley de Simplificación de Trámites, que se sustenta la emisión del 

Acuerdo Gubernativo Número 133-2024 del Presidente de la República, el cual 

contiene los "Requisitos, Trámites y Procedimientos de Inscripción, Precalificación 

y Otras Anotaciones Registrales ante el Registro General de Adquisiciones del 

Estado derivado de la Ley para la Simplificación de Requisitos y Trámites 

Administrativos, Decreto Número 5-2021 del Congreso de la República de 

Guatemala". En su artículo 2 señala como ámbito de aplicación, que la ley es 

aplicable a todos los trámites administrativos que se gestionen en las dependencias 

del Organismo Ejecutivo y, en el artículo 5 refiere que la gestión de trámites 

administrativos, las dependencias únicamente podrán exigir el cumplimiento de 

requisitos establecidos de forma expresa en Ley o Acuerdo Gubernativo. Por lo cual 

el marco normativo, permite advertir que no se vulneran los artículos 24 y 43 de la 

Constitución Política de la República en la norma cuestionada de inconstitucional, 

ya que los requisitos exigidos en tal norma cumplen con ser razonables y legales. 

Solicitó que se declare sin lugar la acción de inconstitucionalidad instada. B) El 

Ministro de Finanzas Públicas manifestó: a) el planteamiento de la acción de 

inconstitucionalidad requiere la indispensable congruencia entre lo expuesto y 

pedido, la identificación correcta de la ley, reglamento o disposición de observancia 

general que se cuestione y el análisis comparativo entre cada uno de los artículos 

objetados en contraposición con las normas constitucionales que se estimen 

violadas; b) en ausencia de tales condiciones el examen es inviable, por cuanto el 
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tribunal constitucional no puede subrogar la voluntad del impugnante; c) a pesar de 

no existir un adecuado ejercicio de parificación por parte del accionante, se emitió 

una suspensión provisional sin tomar en consideración que no concurren los 

elementos necesarios para tal efecto, ni la misma Jurisprudencia emitida por la 

Corte de Constitucionalidad, respecto a establecer la transparencia en las 

contrataciones del Estado; d) la norma cuestionada cumple con las normas 

constitucionales denunciadas -artículos 24 y 43 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala. Pidió que se declare sin lugar inconstitucionalidad 

promovida. C) El Ministerio Público indicó que con la emisión de las disposiciones 

denunciadas, el Ministerio de Finanzas Públicas contraviene las normas 

constitucionales denunciadas, ya que: i) se establece una obligación general que 

no está sujeta a control jurisdiccional ni a un procedimiento que establezca 

parámetros objetivos para su implementación, por lo que al contener una obligación 

generalizada, impersonalizada e injustificada de limitar el derecho a la privacidad 

de la información de los socios o accionistas de las personas jurídicas, resulta 

violatorio de los parámetros establecidos por la Corte de Constitucionalidad que 

permiten limitar el derecho a la privacidad de la información de los particulares, y 

ii) resulta evidente que concurre la colisión de normas confrontadas por el 

accionante, por cuanto dicha institución estima que la norma denunciada no cumple 

los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad pues como quedó establecido 

el análisis de las disposiciones denunciadas deriva de la inexistencia de una 

relación adecuada entre el fin que pretende el obtener información respecto de los 

terceros, y de la información protegida por el artículo 24 de la Constitución Política 

de la República de Guatemala, la cual debe realizarse por medio de autoridad 

judicial competente. Solicitó que se declare con lugar la acción de 
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inconstitucionalidad promovida.  

V. ALEGATOS EN EL DÍA DE LA VISTA 

A) El Presidente de la República de Guatemala reiteró los argumentos vertidos 

en su primera comparecencia. Señaló que la disposición denunciada constituye un 

ejercicio legítimo de la potestad reglamentaria del Organismo Ejecutivo, conforme 

al marco normativo previsto en la Ley de Contrataciones del Estado y en la Ley 

para la Simplificación de Requisitos y Trámites Administrativos. Reafirmó que la 

obligación de las sociedades mercantiles de identificar a sus accionistas y 

beneficiarios finales tiene fundamento legal, persigue fines de transparencia y no 

vulnera los artículos 24 ni 43 de la Constitución Política de la República de 

Guatemala. Solicitó que la acción de inconstitucionalidad general parcial promovida 

sea declarada sin lugar. B) El Ministro de Finanzas Públicas reiteró los 

fundamentos expuestos en la primera audiencia. Manifestó además: a) la 

disposición denunciada tiene como propósito garantizar la transparencia en los 

procesos de contratación pública y fortalecer la supervisión institucional del gasto, 

en cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por Guatemala, 

especialmente los derivados de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción (UNCAC); b) la exigencia de identificar a los accionistas y beneficiarios 

finales de las personas jurídicas responde a una política pública orientada a la 

prevención del fraude, el lavado de activos y los conflictos de interés en la 

contratación estatal; c) el Presidente de la República actuó dentro del marco de sus 

competencias reglamentarias al emitir el Acuerdo Gubernativo 133-2024 y su 

reforma 208-2024, con base en la Ley de Contrataciones del Estado, la Ley de 

Simplificación de Requisitos y Trámites Administrativos y la Ley de Acceso a la 

Información Pública, normas que facultan al Organismo Ejecutivo a establecer los 
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requisitos para la inscripción y actualización de los proveedores del Estado; d) la 

obligación denunciada no vulnera los artículos 24 ni 43 constitucionales, por cuanto 

la información requerida no implica violación a la correspondencia ni a los 

documentos privados, sino que constituye un requisito voluntario para quienes 

deseen contratar con el Estado, orientado a verificar la idoneidad y legalidad de los 

proveedores. Agregó que el deber de revelar los beneficiarios finales no implica 

hacer pública información confidencial, pues el Registro General de Adquisiciones 

del Estado se rige por la normativa de protección de datos personales y por el 

principio de máxima publicidad solo respecto a información de interés público. 

Solicitó que se declare sin lugar la acción de inconstitucionalidad general parcial. 

C) El Ministerio Público señaló: a) la disposición denunciada contraviene los 

artículos 24 y 43 de la Constitución Política de la República de Guatemala, al 

establecer una obligación general e impersonal de revelar información relativa a los 

socios, accionistas y personas que controlan las decisiones de las sociedades 

mercantiles, sin estar sujeta a control jurisdiccional ni a un procedimiento 

legalmente definido; b) el derecho a la inviolabilidad de correspondencia, 

documentos y libros garantiza la privacidad de la información de las personas, y 

que su revisión o acceso solo puede realizarse mediante resolución firme dictada 

por juez competente. Citó la jurisprudencia de la Corte de Constitucionalidad 

(expediente 2622-2006, sentencia de veintiséis de abril de dos mil siete) y de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (caso Tristán Donoso vs. Panamá, 

sentencia de veintisiete de enero de dos mil nueve), para sostener que el ámbito 

de la vida privada debe estar exento de injerencias arbitrarias o abusivas de la 

autoridad; c) la disposición cuestionada impone una obligación generalizada de 

revelar información personal y patrimonial de terceros sin la debida autorización 
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judicial, lo que vulnera los principios de confidencialidad, razonabilidad y 

proporcionalidad exigidos por la jurisprudencia constitucional. Afirmó que la norma 

no guarda relación adecuada entre el fin de control administrativo que persigue y el 

derecho a la privacidad que restringe, y que la medida debió canalizarse por 

procedimientos legalmente establecidos y controlados por autoridad judicial; d) la 

frase contenida en el numeral “ii” de la literal d) del artículo 9 del Acuerdo 

Gubernativo 133-2024, reformado por el Acuerdo Gubernativo 208-2024, viola el 

artículo 24 de la Constitución Política de la República de Guatemala. Solicitó que 

se declare con lugar la acción de inconstitucionalidad general parcial. 

VI. AMICUS CURIAE: 

El Colegio de Abogados de la Ciudad de Nueva York, con el apoyo del Centro 

Cyrus R. Vance para la Justicia Internacional, presentó escrito de amicus curiae, 

manifestando su interés institucional en la promoción del Estado de derecho, la 

transparencia y la integridad pública. Señaló: a) la obligación de revelar los 

beneficiarios finales de las personas jurídicas que participen en procesos de 

contratación pública, prevista en el numeral “ii” de la literal d) del artículo 9 del 

Acuerdo Gubernativo 133-2024, reformado por el Acuerdo Gubernativo 208-2024, 

es una medida legítima, necesaria y proporcional para prevenir la corrupción, el 

lavado de activos y el uso indebido de estructuras corporativas opacas; b) la norma 

denunciada es coherente con los compromisos internacionales asumidos por 

Guatemala, en particular con la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción (UNCAC), la Convención Interamericana contra la Corrupción (CIC) y 

las Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), de 

cuya red regional (GAFILAT) Guatemala forma parte y ostenta la presidencia pro 

tempore para el año dos mil veinticinco. Indicó que la transparencia sobre 
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beneficiarios finales constituye una práctica reconocida internacionalmente para 

combatir la corrupción y los flujos financieros ilícitos, y que el requisito de 

identificación establecido en la normativa nacional no vulnera el derecho a la 

inviolabilidad de los documentos privados (artículo 24 constitucional), dado que la 

información se suministra voluntariamente por quienes buscan contratar con el 

Estado y se encuentra protegida por el artículo 10 bis del propio acuerdo como 

información confidencial; c) la disposición cuestionada se enmarca en un contexto 

de reformas legales recientes en Guatemala orientadas a fortalecer la integridad 

institucional y la rendición de cuentas, y que su eventual anulación supondría un 

retroceso en las políticas de transparencia y en los estándares internacionales que 

el país se ha comprometido a cumplir. 

CONSIDERANDO 

– I – 

Es función esencial de esta Corte instituida como el órgano competente 

para conocer de las impugnaciones promovidas contra leyes, reglamentos o 

disposiciones de carácter general objetadas total o parcialmente de 

inconstitucionalidad.  

En su labor, el Tribunal, a efecto de hacer prevalecer la supremacía de la 

Constitución Política de la República como ley fundamental del ordenamiento 

jurídico guatemalteco, procede al estudio analítico respectivo, dirigido a determinar 

si la normativa que se impugna infringe o no las disposiciones de aquélla. En tal 

sentido, de existir razones sólidas que demuestren en forma indubitable la 

transgresión al texto fundamental por contravención o inobservancia de los 

derechos, valores y demás preceptos que éste reconoce, garantiza o contempla, 

deberá efectuarse la declaratoria respectiva, quedando sin vigencia la norma 
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inconstitucional; en caso contrario, de no apreciarse el vicio denunciado, la 

desestimación de la pretensión deviene imperativa. 

– II – 

Raúl Enrique Ramírez Ceballos promueve acción de inconstitucionalidad 

general contra el párrafo: “…Quienes son los accionistas y las personas físicas que 

finalmente poseen o controlan las decisiones de la persona jurídica en forma 

directa, o que indirectamente, ejerzan control efectivo final de la entidad, firmada y 

sellada por el Órgano de Administración de la sociedad mercantil…” contenida en 

el numeral "ii" de la literal d) del artículo 9 "Sociedades Mercantiles" del Acuerdo 

Gubernativo 133-2024, reformado por medio del Acuerdo Gubernativo 208-2024 de 

nueve de diciembre de dos mil veinticuatro.  

El accionante sostiene que dicha disposición reglamentaria contraviene los 

artículos 24 y 43 de la Constitución Política de la República de Guatemala, porque 

impone a las sociedades mercantiles que pretendan inscribirse o actualizar su 

registro en el Registro General de Adquisiciones del Estado (RGAE) la obligación 

de revelar información sobre sus accionistas o personas físicas que ejerzan control 

efectivo final, lo cual –a su juicio– vulnera la garantía constitucional de inviolabilidad 

de correspondencia, documentos y libros, así como el derecho a desarrollar 

libremente actividades de industria, comercio o trabajo. Argumenta que la 

obligación de proporcionar información de naturaleza privada excede los límites del 

poder reglamentario del Organismo Ejecutivo y constituye una restricción 

injustificada al ejercicio de actividades lícitas. 

Por su parte, las autoridades intervinientes defienden la validez 

constitucional del precepto, alegando que su emisión se enmarca dentro de la 

potestad reglamentaria del Presidente de la República y tiene como finalidad 
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fortalecer la transparencia en los procesos de contratación pública, garantizar la 

probidad y prevenir actos de corrupción, en concordancia con las obligaciones 

internacionales asumidas por el Estado de Guatemala. En contraposición, el 

Ministerio Público considera que la disposición denunciada sí vulnera la privacidad 

y confidencialidad de la información de las personas jurídicas y de sus socios o 

accionistas, al establecer una obligación generalizada de revelación sin control 

jurisdiccional previo, lo que infringe los parámetros de razonabilidad y 

proporcionalidad reconocidos por la jurisprudencia constitucional. 

En consecuencia, el análisis que corresponde a este Tribunal consiste en 

determinar si la obligación reglamentaria de identificar a los accionistas y 

beneficiarios finales de las sociedades mercantiles proveedoras del Estado 

constituye una medida legítima de transparencia y control administrativo, 

compatible con los artículos 24 y 43 constitucionales, o si, por el contrario, implica 

una intromisión indebida en la esfera de privacidad y libertad económica de las 

personas jurídicas. 

– III – 

El artículo 43 de la Constitución Política de la República de Guatemala 

reconoce la libertad de industria, comercio y trabajo, garantizando que toda persona 

pueda dedicarse a la actividad económica de su elección, salvo las limitaciones 

impuestas por razones de orden público o interés social. Tal derecho, sin embargo, 

no es absoluto, pues el Estado puede establecer restricciones razonables para la 

regulación de actividades que se desarrollen en el ámbito de la contratación pública, 

en el cual prevalece el interés general sobre el particular. 

La Ley de Contrataciones del Estado –Decreto 57-92 del Congreso de la 

República y sus reformas– constituye el marco jurídico que regula las 
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adquisiciones, arrendamientos y contrataciones efectuadas con fondos públicos. 

Dicha normativa dispone en su artículo 1 que todas las entidades del sector público 

se sujetan a la Ley, su reglamento y los procedimientos que establezca el Ministerio 

de Finanzas Públicas, en cuanto a la administración y control de recursos públicos. 

En armonía con ello, el artículo 71 establece la existencia del Registro General de 

Adquisiciones del Estado (RGAE), adscrito al Ministerio de Finanzas Públicas, con 

el objeto de registrar a las personas individuales o jurídicas que pretendan ser 

contratistas o proveedores del Estado; el artículo 72 le asigna la función de verificar 

la capacidad técnica y financiera de las personas inscritas y de requerir la 

información necesaria para tal efecto, y el artículo 73 atribuye al Ministerio la 

potestad reglamentaria para normar su funcionamiento. 

Asimismo, el artículo 80 de la Ley contiene prohibiciones expresas para 

participar en contrataciones públicas, entre ellas las aplicables a quienes se 

encuentren inhabilitados, adeuden obligaciones tributarias o de seguridad social, o 

cuyos representantes o socios hayan sido condenados por delitos contra la 

administración pública o por lavado de dinero y otros activos. Tales prohibiciones 

hacen indispensable la identificación de los socios, directivos y beneficiarios finales 

de las sociedades mercantiles interesadas en contratar con el Estado, a efecto de 

verificar el cumplimiento de los requisitos legales y evitar la intervención de 

personas comprendidas en aquellas causales. 

De esa cuenta, la obligación establecida en el numeral “ii” de la literal d) del 

artículo 9 del Acuerdo Gubernativo 133-2024, reformado por el 208-2024, no 

constituye una limitación a la libertad de industria o comercio, sino una condición 

razonable y derivada del régimen jurídico especial que rige la contratación 

administrativa. Las sociedades mercantiles continúan ejerciendo libremente sus 
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actividades dentro del mercado privado; únicamente, para contratar con el Estado 

–actividad sujeta a control público– deben cumplir requisitos de transparencia e 

identificación, conforme a los fines de la Ley y en protección del interés social que 

la Constitución reconoce como límite legítimo de la libertad económica. 

Esta Corte, en la sentencia de treinta de marzo de dos mil once, dictada en 

el expediente 1641-2010, sostuvo que la exigencia de identificar a los socios y 

beneficiarios de las sociedades mercantiles proveedoras del Estado es un 

instrumento útil, necesario y proporcional para garantizar la probidad en la 

utilización de los recursos públicos y para verificar las causales de prohibición 

contenidas en la Ley de Contrataciones del Estado. Tal razonamiento conserva 

plena vigencia a la luz de las reformas recientes, que fortalecen la rectoría del 

Ministerio de Finanzas Públicas y la interconexión del RGAE con otras entidades 

del Estado, conforme al artículo 72, inciso a), numeral vi) de la Ley. 

Por consiguiente, la disposición denunciada no infringe el artículo 43 

constitucional, toda vez que no impide el ejercicio del comercio ni de la industria, 

sino que establece una medida legítima y proporcionada para asegurar la 

transparencia, la competencia leal y la utilización correcta de los fondos públicos, 

en observancia de los principios de eficiencia, publicidad y probidad que informan 

al régimen de contratación administrativa. 

– IV – 

De conformidad con el artículo 152 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala, el ejercicio del poder público está sometido al principio 

de legalidad, lo que implica que toda actuación de los órganos del Estado debe 

tener fundamento en la ley y orientarse a la consecución del bien común. En el 

ámbito reglamentario, el Presidente de la República ejerce la potestad conferida 
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por el artículo 183, literal e) de la Norma Fundamental, consistente en velar por el 

estricto cumplimiento de las leyes y emitir los reglamentos necesarios para su 

debida ejecución, sin alterar o exceder su contenido. 

Bajo tal premisa, la potestad reglamentaria debe analizarse a la luz del 

principio de razonabilidad, el cual exige que toda disposición administrativa guarde 

una relación lógica y proporcional entre el medio que adopta y el fin que persigue. 

En el contexto de la contratación pública, el fin constitucionalmente legítimo es la 

transparencia en la gestión de los recursos del Estado, la prevención de la 

corrupción y el fortalecimiento de la rendición de cuentas. 

En el caso concreto, el numeral “ii” de la literal d) del artículo 9 del Acuerdo 

Gubernativo 133-2024 –reformado por el Acuerdo 208-2024– impone a las 

sociedades mercantiles que pretendan inscribirse en el Registro General de 

Adquisiciones del Estado la obligación de presentar certificación sobre sus 

accionistas o beneficiarios finales. Esta medida guarda relación directa y necesaria 

con los fines previstos en los artículos 1, 3, 71, 72 y 80 de la Ley de Contrataciones 

del Estado, pues permite verificar la capacidad legal y la idoneidad de quienes 

intervienen en la contratación, así como descartar la participación de personas 

comprendidas en causales de prohibición. 

Aplicando el test de proporcionalidad, se advierte: a) el fin perseguido –

asegurar la transparencia y prevenir actos de corrupción en la gestión pública– es 

constitucionalmente legítimo y está expresamente reconocido en los artículos 154, 

232 y 241 de la Constitución; b) el medio adoptado –requerir información sobre los 

beneficiarios finales– es idóneo, pues posibilita la identificación efectiva de quienes 

ejercen control real sobre las personas jurídicas que contratan con el Estado, en 

congruencia con las obligaciones internacionales asumidas por Guatemala en 
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materia de combate a la corrupción y lavado de activos; c) la necesidad de la 

medida se acredita porque no existe un mecanismo alternativo menos restrictivo 

que garantice con igual eficacia la finalidad de control y probidad administrativa; d) 

la proporcionalidad en sentido estricto se satisface, ya que el beneficio público 

obtenido –transparencia, integridad y seguridad jurídica en la contratación estatal– 

excede con claridad cualquier incomodidad o carga administrativa que la norma 

pueda generar a las personas jurídicas. 

Así, la disposición denunciada resulta razonable por constituir una forma 

control de la idoneidad y la probidad de los contratistas del Estado, lo cual resulta 

ser una exigencia inherente al principio de legalidad y un presupuesto indispensable 

para la protección del interés público. En consecuencia, la regulación denunciada 

del Acuerdo Gubernativo 133-2024, reformado por el 208-2024, constituye un 

ejercicio legítimo de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, 

ajustado al marco legal de la Ley de Contrataciones del Estado, y no vulnera los 

principios constitucionales invocados por el accionante. 

En ese orden de ideas, este Tribunal advierte que la exigencia 

reglamentaria cuestionada –relativa a la identificación de los accionistas y de las 

personas físicas que ejercen el control efectivo final de la persona jurídica– debe 

ser analizada a la luz del derecho a la privacidad reconocido en el artículo 24 de la 

Constitución Política de la República de Guatemala, así como del principio de 

proporcionalidad que rige toda restricción legítima a los derechos fundamentales. 

Al respecto, es pertinente señalar que esta Corte, en sentencia de veintiséis de 

noviembre de dos mil veinticinco, dictada dentro de los expedientes acumulados 

2587-2025, 2588-2025, 2608-2025 y 2612-2025, desarrolló criterios relevantes en 

relación con la revelación de información personal y económica de terceros en el 
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ámbito tributario, concluyendo que resultan inconstitucionales aquellas 

disposiciones legales que imponen, de manera generalizada, periódica e 

indiferenciada, la entrega de datos que carecen de trascendencia tributaria y que 

no se encuentran vinculados a un procedimiento específico ni a una finalidad 

constitucional claramente delimitada, por cuanto ello anula el contenido esencial 

del derecho a la privacidad. 

Para el presente asunto, este Tribunal considera que el supuesto normativo 

ahora examinado posee diferencias sustanciales que impiden trasladar, de forma 

automática, las conclusiones alcanzadas en el precedente citado. En efecto, la 

disposición denunciada en este caso no se inserta en un régimen de fiscalización 

tributaria general ni impone una obligación ex lege de alcance universal, sino que 

forma parte de un marco reglamentario específico en materia de contratación 

administrativa, cuya finalidad constitucionalmente legítima es garantizar la 

transparencia, la probidad y la correcta utilización de los recursos públicos. La 

obligación de proporcionar la información cuestionada se activa únicamente 

respecto de quienes, de manera voluntaria, manifiestan su interés en contratar con 

el Estado y solicitan su inscripción o actualización en el Registro General de 

Adquisiciones del Estado, quedando circunscrita al ámbito administrativo 

correspondiente y sujeta a las reglas de confidencialidad aplicables. 

En ese sentido, la medida normativa contenida en la disposición 

denunciada supera el examen de proporcionalidad: a) persigue un fin 

constitucionalmente legítimo, el cual consiste en prevenir prácticas de opacidad, 

corrupción o simulación en la contratación pública; b) resulta idónea para identificar 

a las personas que, en última instancia, ejercen control real sobre los contratistas 

del Estado; c) se muestra necesaria, al no advertirse, en el marco normativo 
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vigente, un mecanismo alternativo que permita alcanzar con igual eficacia el 

objetivo de control y transparencia; y d) es proporcional en sentido estricto, en tanto 

el beneficio público que se obtiene –la integridad del sistema de contratación 

administrativa– supera razonablemente la carga que la obligación impone, sin 

afectar el núcleo esencial del derecho a la privacidad reconocido en el artículo 24 

constitucional. 

Por consiguiente, la regulación denunciada constituye un ejercicio legítimo 

de la potestad reglamentaria, ajustado al marco legal de la Ley de Contrataciones 

del Estado, y no vulnera el derecho fundamental invocado por el accionante, 

resultando, además, armónica con la doctrina jurisprudencial previamente 

desarrollada por esta Corte en materia de protección del derecho a la privacidad, 

en atención a las diferencias sustanciales de contexto, finalidad y alcance normativo 

entre ambos supuestos. 

– V – 

De lo analizado, esta Corte concluye que la disposición denunciada –

párrafo contenido en el numeral “ii” de la literal d) del artículo 9 del Acuerdo 

Gubernativo 133-2024, reformado por el Acuerdo Gubernativo 208-2024– no 

contraviene los artículos 24 ni 43 de la Constitución Política de la República de 

Guatemala. 

En efecto, la exigencia de identificar a los socios, accionistas y beneficiarios 

finales de las sociedades mercantiles que pretendan inscribirse en el Registro 

General de Adquisiciones del Estado responde a una finalidad legítima de interés 

público, consistente en garantizar la transparencia, la rendición de cuentas y la 

integridad en la contratación administrativa. Esta medida se encuentra 

directamente amparada por las disposiciones de la Ley de Contrataciones del 
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Estado –en particular sus artículos 71, 72, 79 y 80–, las cuales facultan al Ministerio 

de Finanzas Públicas para requerir la información necesaria que permita verificar 

la capacidad legal, técnica y financiera de quienes aspiran a ser contratistas del 

Estado, así como para descartar la participación de personas comprendidas en 

causales de prohibición. 

Por otra parte, la obligación establecida en la norma reglamentaria no 

vulnera la inviolabilidad de los documentos y registros privados garantizada en el 

artículo 24 constitucional, ya que, como se razonó en el considerando anterior, la 

información solicitada al momento de la inscripción en el Registro se proporciona 

de forma voluntaria por quienes manifiestan su interés en contratar con el Estado y 

su utilización queda limitada al ámbito administrativo correspondiente, conforme a 

las normas de confidencialidad y reserva de datos contenidas en la Ley de Acceso 

a la Información Pública y en el Reglamento de la Ley de Contrataciones del 

Estado. 

Asimismo, la disposición cuestionada no restringe la libertad de industria, 

comercio o trabajo, sino que constituye una condición técnica y objetiva para 

participar en la contratación pública, materia que se rige por principios especiales 

de control y transparencia. Las sociedades mercantiles mantienen intacta su 

capacidad de operar en el ámbito privado sin tales exigencias, y únicamente cuando 

deciden participar en procesos de adquisición estatal deben sujetarse al régimen 

de derecho público que regula la utilización de fondos nacionales. 

– VI – 

Conforme lo anterior, esta Corte considera que la norma denunciada se 

ajusta a los principios de legalidad, razonabilidad y proporcionalidad que rigen el 

ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, y se enmarca 
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dentro de los fines legítimos de la Ley de Contrataciones del Estado. Por lo tanto, 

no concurre infracción constitucional alguna atribuible al párrafo denunciado, y 

corresponde declarar sin lugar la inconstitucionalidad general parcial planteada. 

De conformidad con el artículo 148 de la Ley de Amparo, Exhibición 

Personal y de Constitucionalidad, cuando la acción de inconstitucionalidad es 

declarada sin lugar, debe imponerse multa a los abogados auxiliantes y puede 

condenarse en costas a los interponentes. En el presente caso, no procede 

condena en costas, por no haber sujeto legitimado para su cobro; sin embargo, sí 

corresponde imponer las multas respectivas a los abogados patrocinantes, por ser 

responsables de la juridicidad del planteamiento. 

DISPOSICIONES APLICABLES 

Artículos citados; 267 y 272, inciso a), de la Constitución Política de la 

República de Guatemala; 115, 133, 143, 148, 163, inciso a) y 186 de la Ley de 

Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad; 39 y 44, segundo párrafo, del 

Acuerdo 1-2013 de la Corte de Constitucionalidad. 

POR TANTO 

La Corte de Constitucionalidad, con base en lo considerado y leyes citadas, 

resuelve: I. Sin lugar la acción de inconstitucionalidad general parcial promovida 

por Raúl Enrique Ramírez Ceballos contra el párrafo: “…Quienes son los 

accionistas y las personas físicas que finalmente poseen o controlan las decisiones 

de la persona jurídica en forma directa, o que indirectamente, ejerzan control 

efectivo final de la entidad, firmada y sellada por el órgano de administración de la 

sociedad mercantil…”, contenido en el numeral “ii” de la literal d) del artículo 9 

“Sociedades Mercantiles” del Acuerdo Gubernativo 133-2024, reformado por el 

Acuerdo Gubernativo 208-2024, de nueve de diciembre de dos mil veinticuatro. II. 
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No se condena en costas al accionante, por no haber sujeto legitimado para su 

cobro. III. Se impone multa de un mil quetzales (Q.1,000.00) a cada uno de los 

abogados Raúl Enrique Ramírez Ceballos, Essaer Josué Alachán López, Óscar 

Humberto Roldán Oliva, y Jennifer Alicia de León Ortiz, la cual deberán hacer 

efectiva en la Tesorería de esta Corte dentro del plazo de cinco días siguientes a 

la fecha en que quede firme el presente fallo. En caso de incumplimiento, su cobro 

se hará por la vía legal correspondiente. IV. Se revoca la suspensión provisional de 

la norma denunciada, decretada en auto de diez de julio de dos mil veinticinco. V. 

Notifíquese y, oportunamente, publíquese la presente sentencia en el Diario Oficial. 
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